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De las pruebas allegadas con la respuesta a la demanda de tutela, se pudo verificar que el Fiscal 27 Seccional de La Virginia, Risaralda, contestó las inquietudes al señor López Gutiérrez mediante el oficio del 1º de junio del año que avanza, el cual fue enviado a la dirección aportada por el mismo “carrera 9 No.24-52” de Pereira (Fl. 22), correspondencia que aparece relacionada en la orden de servicios de la empresa de mensajería 472 con la guía RN963526849CO (Fl. 23) y en la que la FGN le informó las diligencias surtidas dentro de la investigación radicada bajo el NUNC664006000064201700623 por el delito de falso testimonio…

(…)

Así las cosas,  esta Colegiatura considera que la entidad encargada de responder la petición del actor, Fiscalía 27 Seccional de La Virginia, Risaralda,  antes de la interposición de la presente acción constitucional, había contestado su requerimiento conforme a lo pedido.  
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, tres (3) de julio de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0546
Hora: 2:20 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por el ciudadano Dorancé López Gutiérrez en contra del Director Seccional de Fiscalías de Risaralda de esta ciudad por considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. Señaló el señor Dorancé López Gutiérrez que el 11 de mayo de 2018 presentó ante el Director Seccional de Fiscalías de esta ciudad un derecho de petición, del cual no ha recibido respuesta. 

 Por lo anterior, solicitó tutelar el derecho de petición y ordenar a la entidad referida que conteste su solicitud (Fls. 1-3) para lo cual allegó copia del requerimiento aludido (Fl. 4).

2.2. Mediante auto del 21 de junio de 2018 se avocó el conocimiento de la presente demanda de amparo, se ordenó correr traslado de la misma a la autoridad accionada y se vinculó al trámite a la Fiscalía Seccional de La Virginia, Risaralda  (Fl. 8).

3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. DIRECCIÓN SECCIONAL DEL FISCALÍAS DE PEREIRA 

Confirmó que el 11 de mayo del año que  avanza, el señor Dorancé López Gutiérrez  allegó en esa entidad un derecho de petición el que se relaciona a la investigación radicada bajo el NUNC 664006000064201700623 adelantada por la Fiscalía 27 Seccional de la Virginia, por lo que se procedió a correr traslado de la mencionada solicitud a dicha Fiscalía por competencia, lo cual fue comunicado al señor López Gutiérrez tanto telefónicamente como  por medio del oficio No.1054 del 28 de mayo de 2018 a la dirección  aportada por el mismo.

Por lo anterior, solicitó al Dr. César Augusto Franco García, Fiscal 27 Seccional de La Virginia, copia de la contestación al derecho de petición del actor, lo que fue atendido por dicho funcionario al remitir copia del oficio del 1º de junio del presente año dirigido al señor López Gutiérrez, así como la constancia envío realizado a través de la empresa de correo 472 el 6 de junio siguiente.

Aclaró que esa Dirección Seccional cumple funciones administrativas y está facultada para hacer seguimiento a las investigaciones, más no para dar órdenes a los fiscales delegados sobre las decisiones que estos deben tomar, por cuanto son autónomos e independientes en el ejercicio de sus funciones, según lo dispuesto en el artículo 5º de la Ley 270 de 1996  y la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la sentencia C-558 de 1994.
Por lo anterior, consideró que no se ha vulnerado el derecho fundamental de petición al accionante y ante la respuesta brindada, se configura el fenómeno de carencia actual de objeto por hecho superado con respecto a la respuesta ofrecida al accionante por parte del Fiscal 27 Seccional de La Virginia, Risaralda; por tal razón, solicitó que se niegue el amparo invocado (Fls. 14 y 15).

Anexa copia de los oficios mencionados (Fls.16-18).
3.2. FISCALÍA 27 DELEGADA ANTE EL JUZGADO PROMISCUO DEL CIRCUITO DE LA VIRGINIA, RISARALDA

Informó que la petición del accionante fue trasladada a ese despacho por parte de la Dirección Seccional de Fiscalías de Risaralda, a la cual se le dio la respuesta respectiva mediante un escrito del 1º de junio del presente año dirigido al señor López Gutiérrez, el cual fue enviado a través de la empresa de correo 472 (Fl. 21).

Allegó copia de la respuesta enviada al actor y de la planilla del correo (Fls. 22 y 23).

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 Problema jurídico y solución al caso en concreto
4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si las autoridades accionada y vinculada vulneraron al señor Dorancé Zapata Castro su derecho fundamental de petición ante la ausencia de respuesta a su solicitud radicada el 11 de 13 de febrero de 2018, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.5. Con respecto al derecho de petición la Ley 1755 de 2015, señaló lo siguiente en los artículos 13 y 14:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
 

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.
 

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación.
 
Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:
 
1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.
 
2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.”
4.5.1.  En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

4.6.  DEL CASO EN CONCRETO

4.6.1. En el caso sub examine, la Sala advierte que el señor Dorancé López Gutiérrez radicó el 11 de mayo de 2018 un derecho de petición ante la Dirección Seccional de Fiscalías de Risaralda, por medio del cual indicó que había denunciado a los señores Pedro de Jesús Henao Soto y Jhon Jaime Muñoz Ceballos por el presunto delito de falso testimonio y en tal virtud, requería conocer el estado de dicho proceso (Fl. 4).

4.6.2. Frente a las peticiones presentadas por los ciudadanos, es deber de  las autoridades de responderlas dentro del plazo establecido por la ley, resolviendo de fondo y claramente lo pedido, tal como lo indicó el legislador y la Corte Constitucional en la norma y jurisprudencia antes relacionadas. En igual sentido, en la Sentencia T-329 de 2011 dicha Corporación indicó que la violación del derecho de petición puede dar lugar a la incoación de una acción de tutela para lo cual se exigen los dos extremos fácticos siguientes que han de cumplirse con rigor, así:
“Primero la existencia con fecha cierta de una solicitud dirigida a una autoridad, y segundo el transcurso del tiempo señalado en la ley sin que se haya dado una respuesta oportuna al solicitante. Así las cosas, para la prosperidad de la acción de tutela por violación del derecho de petición, el accionante debe acreditar dentro del proceso que elevó la correspondiente petición y, que la misma no fue contestada. 
 
Por lo anterior, es pertinente agregar que si bien toda persona tiene derecho a elevar solicitudes respetuosas ante la administración o contra particulares, es requisito indispensable para obtener el fin perseguido con la acción de tutela, demostrar así sea de forma sumaria, que se presentó la petición.”
4.6.3.  De las pruebas allegadas con la respuesta a la demanda de tutela, se pudo verificar que el Fiscal 27 Seccional de La Virginia, Risaralda, contestó las inquietudes al señor López Gutiérrez mediante el oficio del 1º de junio del año que avanza, el cual fue enviado a la dirección aportada por el mismo “carrera 9 No.24-52” de Pereira (Fl. 22), correspondencia que aparece relacionada en la orden de servicios de la empresa de mensajería 472 con la guía RN963526849CO (Fl. 23) y en la que la FGN le informó las diligencias surtidas dentro de la investigación radicada bajo el NUNC664006000064201700623 por el delito de falso testimonio, de la siguiente manera:

“… Con el propósito de recaudar elementos materiales probatorios, se concertó programa metodológico con el investigador Miguel Ángel Idárraga Ramos, adscrito al CTI, que originaron varias órdenes a policía judicial, de las cuales ya entregó el respectivo informe de investigador de campo.

La Fiscalía, está valorando la información correspondiente, para dos efectos, 1. Determinar que están dados los presupuestos para solicitar al señor juez de control de garantías fije fecha y hora para celebrar audiencia de formulación de imputación o, 2. Establecer que no se dan los requisitos para solicitarla, caso en el cual se optará por su archivo o la solicitud, en este caso, al señor juez de conocimiento, del decreto de la preclusión.

Dentro de los EMP se encuentra un CD aportado por el Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia, que contiene información relacionada con el proceso que allí se surtió y que originó su denuncia.  Una vez valore en debida forma ese contenido, se tomará la consecuente decisión”

Además, de lo anterior, se imprimió de la página web de la empresa 472 https://enviosonline.4-72.com.co/plataforma/cliente/rastrearGuia/ la guía RN963526849CO, antes referida, de donde se pudo determinar que la correspondencia enviada al señor Dorancé López fue recibida el 9 de junio de 2018 por una persona que firmó “Yhon Edwin Orosco” y consignó un número telefónico “313 306 4917” (Fl. 25). Al respecto, obra una constancia en la foliatura en la que se advierte que la Auxiliar de Magistrado se comunicó telefónicamente con el señor Dorancé López Gutiérrez, quien informó que se pondría en contacto con el señor “Yhon Edwin Orosco” para que le entregara la correspondencia de la FGN, ya que en la dirección de notificación personal aportada por el accionante “carrera 9 No.24-52” de Pereira funciona un “bar- billar” y por lo tanto, allí podían recibir varias personas.  Así mismo, dicha empleada dejó constancia que al señor López Gutiérrez se le puso de presente que podía comparecer a la Secretaría de esta Sala con el fin de obtener copia de la respuesta emitida por el Fiscal 27 Seccional de La Virginia, objeto de este trámite constitucional (folio 26).

4.6.4. Así las cosas,  esta Colegiatura considera que la entidad encargada de responder la petición del actor, Fiscalía 27 Seccional de La Virginia, Risaralda,  antes de la interposición de la presente acción constitucional, había contestado su requerimiento conforme a lo pedido.  De tal manera, que en este asunto en específico se ha materializado el derecho fundamental de petición, el cual contempla y exige el cumplimiento de obligaciones en doble vía según la  jurisprudencia de la Corte Constitucional en el entendido que: “El derecho de petición consagra de un lado la facultad de presentar solicitudes respetuosas a las entidades públicas y privadas. Y de otro lado, el derecho a obtener respuesta oportuna, clara, completa y de fondo al asunto solicitado. La jurisprudencia constitucional también ha resaltado que la respuesta de la autoridad debe incluir un análisis profundo y detallado de los supuestos fácticos y normativos que rigen el tema, así, se requiere “una contestación plena que asegure que el derecho de petición se ha respetado y que el particular ha obtenido la correspondiente respuesta, sin importar que la misma sea favorable o no a sus intereses”. 
  (Subrayas nuestras)
4.6.5. Consecuente con lo anterior, esta instancia en sede de tutela no observa una actuación u omisión por parte de la entidad accionada o vinculada, lo que hace improcedente el amparo invocado por ausencia de vulneración de derechos fundamentales implorados por el señor López Gutiérrez. Al respecto, existe jurisprudencia de la Corte Constitucional que hace alusión a la improcedencia de la acción de tutela ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio sobre conculcación de garantías fundamentales, en tal sentido, en la Sentencia T-130 de 2014, se reiteró lo siguiente:
“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991. Así pues, se desprende que el mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión.
 
(...) 

En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)” ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   
 
Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”.

Por lo discurrido, esta Colegiatura concluye que en el sub judice no existió una actuación por parte de la entidad accionada de la cual se pueda predicar que un comportamiento atentatorio de garantías fundamentales al señor López Gutiérrez y en tal virtud, no se concederá el amparo invocado.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE

PRIMERO: NO TUTELAR el derecho fundamental de petición al señor Dorancé López Gutiérrez, por lo considerado en este proveído.

SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 





� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-146 del 06-08-2012; MP: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.





PAGE  
Página 1 de 8

